	Fecha
	05 de octubre de 1983
	 Sesión número
	80

	Motivo: Hábeas Corpus

	Recurrente: Fernando Solórzano Ugarte.

	Recurrido: Juzgado Cuarto Civil de San José.

	Objeto del recurso: El recurrente reclama orden de apremio dictado contra el tutelado.

	Respuesta del recurrido: Se informó que en ese Despacho se tramita un juicio ejecutivo prendario establecido por Herbeth Murillo Arroyo contra la Clínica Geriátrica Iberoamericana, Sociedad Anónima, asunto en el cual se decretó el apremio corporal del señor Bonilla Oconitrillo, en su condición de apoderado generalísimo de dicha sociedad, por no haber cumplido la prevención que se le hizo de exhibir los bienes pignorados a la hora del remate; como el señor Bonilla sustituyó el poder generalísimo que a él le otorgó la sociedad demandada en el señor Oscar Córdoba Córdoba, se levantó la orden de apremio decretada en su contra, con indicación de que una vez firme dicha resolución se libraría la orden de libertad. De esa resolución apeló el apremiado, recurso que fue desestimado.

	Parte dispositiva
	Se dispuso declarar sin lugar el recurso, pues en el presente caso se está juzgando los efectos de la sustitución del poder de quien compareció por la Sociedad deudora en la constitución de la prenda, el señor Juez no actuó ilegítimamente, sino conforme a sus facultades legales, al disponer que la libertad del señor Bonilla se ejecutara una vez firme la resolución que lo ordena. Los Magistrados Coto, Chacón, Benavides y Mora se pronunciaron por declarar con lugar el recurso, pues para ellos,  aunque el apremio corporal constituye una medida de privación de la libertad física esa medida se rige por las normas del Código Procesal Civil, por ser de esa índole el proceso en que se ordena el apremio; por lo tanto como apelación contra la resolución que levanta el apremio corporal  únicamente es admisible en un sólo efecto  (el devolutivo), ello significa que debe ejecutarse de inmediato, pues sólo cabría dejarla en suspenso si  el recurso surtiera efectos suspensivos a los artículos 871 y 872 del Código de Procedimientos Civiles.


Nº 80

SesióN ORDINARIA de Corte Plena celebrada a las trece horas treinta minutos del cinco de octubre de mil novecientos ochenta y tres, con asistencia inicial de los señores Magistrados Odio, (Presidente); Coto, Arroyo, Cervantes, Vallejo, Chacón, Blanco, Cob, Sotela, Valverde, Benavides, Villalobos y Mora. 
 Artículo I

En escrito de cuatro de octubre en curso, el licenciado Fernando Solórzano Ugarte presentó un recurso de hábeas Corpus en favor del ingeniero Ibo Bonilla Oconitrillo, a quien según el recurrente se le ha privado ilegítimamente de su libertad, pues aunque el Juzgado Cuarto Civil de San José dejó sin efecto un orden de apremio corporal que contra él había decretado, lo cierto del caso es que condicionó la libertad del señor Bonilla hasta que la respectiva resolución alcanzara firmeza. Por ello el licenciado Solórzano Ugarte solicita que se ponga de inmediato en libertad al señor Bonilla, pues si en su caso existiere alguna duda, ésta debe prevalecer en favor del perjudicado.

El licenciado Carlos Avilés Vargas, Juez Cuarto Civil de San José, informó que en ese Despacho se tramita un juicio ejecutivo prendario establecido por Herberth Murillo Arroyo contra Clínica Geriátrica Iberoamericana, Sociedad Anónima, asunto en el cual se decretó el apremio corporal del señor Bonilla Oconitrillo, en su condición de apoderado generalísimo de dicha sociedad, por no haber cumplido la prevención que se le hizo de exhibir los bienes pignorados a la hora del remate; como el señor Bonilla sustituyó el poder generalísimo que a él le otorgó la sociedad demandada en el señor Oscar Córdoba Córdoba, se levantó la orden de premio decretada en su contra, con indicación de que una vez firma dicha resolución se libraría la orden de libertad. De esa resolución apeló el apremiado, recurso que fue desestimado. 
Se tiene a la vista el juicio que se ha indicado del que se obtienen los siguientes datos de interés:

a) Mediante certificado de Prenda Nº 204888 F, la Clínica Geriátrica Iberoamericana, Sociedad Anónima, representada por el señor (...) se constituyó deudora del señor Herbert Murillo Arroyo, por la suma de ochocientos dos mil ciento veintitrés colones cincuenta céntimos, y en garantía de cumplimiento de esa obligación, quedaron en prenda de primer grado aproximadamente, treinta metros de cable eléctrico, marca Conducen, varios tipos, prenda que se hallaba y permanecía en Santa Ana.

b) En virtud del incumplimiento de la obligación, el acreedor planteó el respectivo juicio ejecutivo prendario, y el Juzgado Cuarto Civil, en resolución de las diez horas del once de mayo de este año, dio curso a la demanda y previno al personero de la accionada, que "en el acto del remate debe presentar lo pignorado a fin de hacer una inspección y también para que los posibles postores pueden practicar un examen, bajo el apercibimiento de que si no lo hiciere, decretara apremio corporal en su contra (artículo 568 del Código de Comercio)", resolución que le fue notificada personalmente al demandado.

c) El Notario Público licenciado Álvaro Aguilar Osborne, certificó el dieciséis de ese mismo mes, con vista del correspondiente asiento de la Sección Mercantil del Registro Público que el señor Bonilla es el apoderado generalísimo sin límite de suma de la Sociedad demandada, con las facultades que establece el artículo mil doscientos cincuenta y tres del Código Civil, y que al margen se encuentra "anotado el documento que ocupa el asiento del Diario Dos mil trescientos treinta y cinco del tomo trescientos treinta y siete, presentado al Registro Público a las trece y veintiocho del dieciséis de marzo de mil novecientos ochenta y tres, cuya casilla del Diario expresa que Ibo Bonilla Oconitrillo sustituye el poder que le fue otorgado por las Compañías Clínicas Iberoamericana S.A. e Instituto Iberoamericano de Investigación de Salud, en la persona del señor Oscar Córdoba Córdoba, en San José, a las quince horas del diez de marzo de mil novecientos ochenta y tres".

ch) Como el demandado no cumplió con la prevención que se le hizo, el actor solicitó, de acuerdo con el citado artículo 568, que se decretara su apremio corporal, gestión que el Juzgado denegó ante la imposibilidad de presentar al Juzgado, por su elevado peso, los bienes dados en garantía. De esa resolución impugnada y dispuso que el Juzgado procediera a decretar el apremio corporal solicitado por la parte  actora. Así lo hizo el Juzgado a las once horas del veintitrés de setiembre último, librando de inmediato la respectiva orden de captura, la que se hizo efectiva el primero de este mes.

d) En escrito de tres de octubre en curso, el apremiado solicitó, con vista de una certificación extendida por el Notario Público Solórzano Ugarte, en que se hace constar que el señor Oscar Córdoba Córdoba es apoderado generalísimo sin límite de suma de la Sociedad Clínica Geriátrica Iberoamericana, Sociedad Anónima, que levantará la orden de apremio decretada en su contra y ordenara su inmediata libertad.

El Juzgado accedió a esa solicitud en resolución en resolución de las trece horas del mismo tres de octubre, y dispuso que una vez firme esa resolución, se librará la orden de libertad del señor Bonilla Oconitrillo.

De esa resolución apeló el señor Bonilla, pero el Juzgado desestimó dicho recurso, por cuanto el apremio decretado en su contra tiene fundamento en el artículo 568 del Código de Comercio y el apremiado tuvo todos los medios que la ley establece para impugnarlos.
De acuerdo con lo que se ha dejado expuesto, se resolvió: Declarar sin lugar el recurso, pues en el presente caso se están juzgando los efectos de la sustitución del poder de quien compareció por la Sociedad deudora en la constitución de la prenda, el señor Juez no actuó ilegítimamente, sino conforme a sus facultades legales, al disponer que la libertad del señor Bonilla se ejecutara una firma vez la resolución que lo ordena. Así votaron los Magistrados Odio, Arroyo, Vallejo, Blanco, Cob, Sotela, Valverde y Villalobos.

Los Magistrados Coto, Chacón, Benavides y Mora se pronunciaron por declarar con lugar el recurso, con base en las siguientes razones aunque el apremio corporal constituye una medida de privación de libertad física, esa medida se rige por las normas del Código Procesal Civil, por lo tanto como la apelación contra la resolución que levanta el apremio corporal únicamente es admisible en un sólo efecto (el devolutivo), ello significa que debe ejecutarse de inmediato, pues sólo cabría dejarla en suspenso si el recurso surtiera efectos suspensivos, o si se tratara de uno de los casos de excepción en que, conforme a los artículos 871 y 872 del Código de Procedimientos Civiles, la resolución no puede ejecutarse sin fianza de resultas. En consecuencia, y por no estarse en ninguna de esa situaciones, pues no se trata de un fallo ni de los auto a que se refiere el inciso i) del artículo 872, no existe motivo para no ejecutar de inmediato el levantamiento del apremio.    
